
Convocatoria para el ingreso, mediante concurso-oposición, de un máximo de una 
plaza del puesto de trabajo de Técnico de Administración Pública (Rama Jurídica) 

al servicio de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra y sus 
organismos autónomos. 

 
(Aprobada por Resolución 2685/2022, de 17 de octubre, de la Directora General de 
Función Pública y publicada en el Boletín Oficial de Navarra, número 219, de 7 de 

noviembre de 2022) 

 
 
 

PRUEBA 

 

 
 
 

(4 DE NOVIEMBRE DE 2023) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

NO PASE A LA HOJA SIGUIENTE 
MIENTRAS NO SE LE INDIQUE QUE PUEDE COMENZAR





 
1. Indique cuál de las siguientes afirmaciones es correcta, en relación 

con lo dispuesto en el artículo 96 de la Constitución Española:  
 

a) Los Tratados Internacionales válidamente celebrados, una vez 
publicados oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento 
interno. 
 

b) Los Tratados Internacionales válidamente celebrados formarán parte del 
ordenamiento interno a los veinte días de su publicación oficial en 
España. 
 

c) Los Tratados Internacionales válidamente celebrados formarán parte del 
ordenamiento interno desde la fecha de su firma. 

 
d) Los Tratados Internacionales no forman parte del ordenamiento interno. 

 
 

2. De acuerdo con lo establecido en el artículo 167.1 de la 
Constitución Española, los proyectos de reforma constitucional 
deben ser aprobados por:  

 
a) Mayoría simple del Congreso de los Diputados. 

 
b) Mayoría absoluta del Congreso de los Diputados. 

 
c) Mayoría absoluta de cada una de las Cámaras. 

 
d) Mayoría de tres quintos de cada una de las Cámaras. 

 
 

3. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 17.2 de la Constitución 
Española, la detención preventiva no podrá durar más del tiempo 
estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones 
tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, el 
detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la 
autoridad judicial en el plazo máximo de:  
 

a) 24 horas. 
 

b) 36 horas. 
 

c) 48 horas. 
 

d) 72 horas. 
 

 
 
 
 



 
4. De acuerdo con lo establecido en el artículo 81.2 de la Constitución 

Española, la aprobación, modificación o derogación de las leyes 
orgánicas exigirá:  
 

a) Mayoría absoluta del Congreso y el Senado, en una votación final sobre 
el conjunto del proyecto. 
 

b) Mayoría de tres quintos del Congreso, en una votación final sobre el 
conjunto del proyecto. 

 
c) Mayoría absoluta del Congreso, en una votación final sobre el conjunto 

del proyecto. 
 

d) Mayoría de tres quintos del Congreso y el Senado, en una votación final 
sobre el conjunto del proyecto. 
 

 
 

5. Indique cuál de las siguientes afirmaciones es correcta, en relación 
con lo dispuesto en el artículo 99.3 de la Constitución Española:  
 

a) Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de 
sus miembros, otorgare su confianza al candidato a Presidente del 
Gobierno, el Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse dicha 
mayoría, se someterá la misma propuesta a nueva votación setenta y 
dos horas después de la anterior, y la confianza se entenderá otorgada 
si obtuviere la mayoría simple. 

 
b) Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría de tres 

quintos de sus miembros, otorgare su confianza al candidato a 
Presidente del Gobierno, el Rey le nombrará Presidente. De no 
alcanzarse dicha mayoría, se someterá la misma propuesta a nueva 
votación cuarenta y ocho horas después de la anterior, y la confianza se 
entenderá otorgada si obtuviere la mayoría absoluta. 

 
c) Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de 

sus miembros, otorgare su confianza al candidato a Presidente del 
Gobierno, el Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse dicha 
mayoría, se someterá la misma propuesta a nueva votación cuarenta y 
ocho horas después de la anterior, y la confianza se entenderá otorgada 
si obtuviere la mayoría de tres quintos. 

 
d) Ninguna de las anteriores es correcta. 

 
 
 
 
 

 



 
6. Indique cuál de las siguientes afirmaciones es correcta, en relación 

con lo dispuesto en el artículo 150.2 de la Constitución Española:  
 

a) El Estado no puede, en ningún caso, transferir o delegar en las 
Comunidades Autónomas facultades correspondientes a materias de 
titularidad estatal. 
 

b) El Estado puede transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, 
mediante ley ordinaria, facultades correspondientes a materias de 
titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de 
transferencia o delegación. 
 

c) El Estado puede transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, 
mediante convenio, facultades correspondientes a materias de titularidad 
estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de transferencia 
o delegación. 
 

d) El Estado puede transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, 
mediante ley orgánica, facultades correspondientes a materias de 
titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de 
transferencia o delegación. 
 

 
7. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley Orgánica 

2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, los miembros 
del Tribunal Constitucional deberán ser nombrados:  

 
a) Entre ciudadanos españoles que sean Magistrados, Fiscales, 

Catedráticos de Derecho o Abogados, todos ellos de reconocida 
competencia con más de veinte años de ejercicio profesional o en activo 
en la respectiva función. 
 

b) Entre ciudadanos españoles que sean Magistrados, Fiscales, Profesores 
de Universidad, funcionarios públicos o Abogados, todos ellos juristas de 
reconocida competencia con más de quince años de ejercicio profesional 
o en activo en la respectiva función. 
 

c) Entre ciudadanos, españoles o extranjeros, que sean Magistrados, 
Fiscales o Abogados, de reconocida competencia con más de quince 
años de ejercicio profesional o en activo en la respectiva función. 
 

d) Entre ciudadanos españoles que sean Magistrados, Fiscales, Profesores 
de Universidad o Abogados, todos ellos juristas de reconocida 
competencia con más de veinte años de ejercicio profesional o en activo 
en la respectiva función. 
 

 
 



8. Indique cuál de las siguientes afirmaciones es correcta, en relación 
con lo establecido en el artículo 95.2 de la Constitución Española:  

 
a) El Gobierno o cualquiera de las Cámaras puede requerir al Tribunal 

Constitucional para que se pronuncie sobre la existencia o inexistencia 
de contradicción entre la Constitución y las estipulaciones de un tratado 
internacional. 
 

b) Únicamente el Gobierno o el Congreso de los Diputados pueden requerir 
al Tribunal Constitucional para que se pronuncie sobre la existencia o 
inexistencia de contradicción entre la Constitución y las estipulaciones 
de un tratado internacional. 
 

c) Únicamente el Congreso de los Diputados puede requerir al Tribunal 
Constitucional para que se pronuncie sobre la existencia o inexistencia 
de contradicción entre la Constitución y las estipulaciones de un tratado 
internacional. 
 

d) Únicamente el Gobierno puede requerir al Tribunal Constitucional para 
que se pronuncie sobre la existencia o inexistencia de contradicción 
entre la Constitución y las estipulaciones de un tratado internacional. 
 

 

9. De acuerdo con el artículo 75 Ter, de la Ley Orgánica 2/1979 de 3 de 
octubre del Tribunal Constitucional, cuál de las siguientes 
entidades locales estaría legitimada para plantear un conflicto de 
defensa de la autonomía local:  

a) Un municipio o provincia siempre que no sea el destinatario único de la 
Ley. 
 

b) Un número de municipios que supongan al menos la mitad de los 
existentes en el ámbito territorial de aplicación de la disposición con 
rango de Ley y representen un séptimo de la población oficial. 
 

c) Un número de provincias que supongan al menos la mitad de las 
existentes en el ámbito territorial de aplicación de la disposición con 
rango de Ley y representen a la mitad de la población oficial. 
 

d)  Las asociaciones de entidades locales integradas al menos por la mitad 
de los municipios existentes en el ámbito territorial afectado por la 
disposición con rango de Ley y que representen al menos a la mitad de 
la población oficial. 

 
 
 
 



10. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 124.4 de la Constitución 
Española, el Fiscal General del Estado:  
 

a) Será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo 
General del Poder Judicial. 
 

b) Será nombrado por el Presidente del Gobierno, a propuesta del 
Congreso de los Diputados, oído el Consejo General del Poder Judicial. 

 
c) Será nombrado por el Presidente del Congreso de los Diputados, a 

propuesta del Presidente del Gobierno, oído el Consejo General del 
Poder Judicial. 

 
d) Será nombrado por el Rey, a propuesta del Presidente del Gobierno, 

oído el Consejo General del Poder Judicial. 
 

 
 

11. Indique cuál de las siguientes afirmaciones es correcta:  
 

a) En virtud de lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, la competencia es irrenunciable y, 
por tanto, no cabe la desconcentración de competencias. 

 
b) En virtud de lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 

Régimen Jurídico del Sector Público, la titularidad y el ejercicio de las 
competencias atribuidas a los órganos administrativos podrán ser 
desconcentradas en otros jerárquicamente dependientes de aquellos, en 
los términos y con los requisitos que prevean las propias normas de 
atribución de competencias. 

 
c) En virtud de lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 

Régimen Jurídico del Sector Público, la titularidad y el ejercicio de las 
competencias atribuidas a los órganos administrativos podrán ser 
desconcentradas en otros órganos administrativos de la misma 
Administración, siempre que sean de igual o superior rango, en los 
términos y con los requisitos que prevean las propias normas de 
atribución de competencias. 

 
d) En virtud de lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 

Régimen Jurídico del Sector Público, la titularidad y el ejercicio de las 
competencias atribuidas a los órganos administrativos podrán ser 
desconcentradas en otros órganos administrativos de la misma 
Administración, siempre que sean de igual o inferior rango, en los 
términos y con los requisitos que prevean las propias normas de 
atribución de competencias. 
 
 

 
 



 
12. Señale cuál de las siguientes afirmaciones es INCORRECTA en 

relación con el artículo 1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas:  

 
a) Reglamentariamente podrán establecerse especialidades del 

procedimiento referidas a los órganos competentes. 
  
b) Reglamentariamente podrán establecerse plazos propios del concreto 

procedimiento por razón de la materia. 
  
c) Reglamentariamente podrán establecerse formas de iniciación y 

terminación, publicación e informes a recabar.  
 
d) Reglamentariamente podrán establecerse trámites adicionales o 

distintos a los contemplados en esta Ley, cuando resulte eficaz, 
proporcionado y necesario para la consecución de los fines propios del 
procedimiento, y de manera motivada. 

 
 

13. Señale cuál de las siguientes afirmaciones es INCORRECTA en 
relación con el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas: 

 
a) Estarán obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos con las 

Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite de un 
procedimiento administrativo las personas jurídicas, exclusivamente 
cuando hayan elegido este medio de relación.  

 
b) Estarán obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos con las 

Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite de un 
procedimiento administrativo las entidades sin personalidad jurídica. 

 
c) Estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las 

Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite de un 
procedimiento administrativo quienes ejerzan una actividad profesional 
para la que se requiera colegiación obligatoria, para los trámites y 
actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio 
de dicha actividad profesional.  

 
d)  Estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con 

las Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite de 
un procedimiento administrativo los empleados de las Administraciones 
Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas por razón 
de su condición de empleado público, en la forma en que se determine 
reglamentariamente por cada Administración.  

 
 



 
 

14. Señale la respuesta INCORRECTA en relación con la regulación del 
cómputo de plazos prevista en el artículo 30 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas:  

 
a) Siempre que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea no se 

exprese otro cómputo, cuando los plazos se señalen por días, se 
entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los sábados, 
los domingos y los declarados festivos. Cuando los plazos se hayan 
señalado por días naturales por declararlo así una ley o por el Derecho 
de la Unión Europea, se hará constar esta circunstancia en las 
correspondientes notificaciones.   
 

b) Los plazos expresados en días se contarán a partir del día siguiente a 
aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se 
trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o la 
desestimación por silencio administrativo.  
 

c) Si el plazo se fija en meses o años, éstos se computarán a partir del día 
siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto 
de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la 
estimación o desestimación por silencio administrativo. El plazo concluirá 
el día siguiente a aquel en que se produjo la notificación, publicación o 
silencio administrativo en el mes o el año de vencimiento.  
 

d) Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al 
primer día hábil siguiente. 

 
 
 

15. Señale la respuesta INCORRECTA en relación con el artículo 24 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas:  
 

a) El silencio administrativo tendrá efecto desestimatorio en los supuestos 
en los que una norma con rango de ley o reglamentaria lo establezca 
expresamente. 
 

b) El silencio administrativo tendrá efecto desestimatorio en los 
procedimientos de revisión de oficio iniciados a solicitud de los 
interesados. 
 

c) El silencio administrativo tendrá efecto desestimatorio en los 
procedimientos de impugnación de actos y disposiciones. 
 

d) El silencio administrativo tendrá efecto desestimatorio en los 
procedimientos de responsabilidad patrimonial de las Administraciones 
Públicas.  



 
 
 
 
 
 
 

16. Señale cuál de las siguientes afirmaciones es INCORRECTA en 
relación con el artículo 53 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas:  

 
a) Los interesados en el procedimiento administrativo tienen derecho a 

conocer, en cualquier momento, el estado de tramitación de los 
procedimientos en los que tengan la condición de interesados. 
 

b) Los interesados en el procedimiento administrativo tienen derecho a 
identificar a las autoridades y al personal al servicio de las 
Administraciones Públicas bajo cuya responsabilidad se tramiten los 
procedimientos. 
 

c) Los interesados en el procedimiento administrativo tienen derecho a la 
gratuidad en todas sus actuaciones con la Administración.  
 

d)  Los interesados en el procedimiento administrativo tienen derecho a no 
presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al 
procedimiento de que se trate, que ya se encuentren en poder de las 
Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por éstas. 

 
 
 
 

17. De acuerdo con el artículo 76 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas:  

 
a) Los interesados podrán alegar defectos de tramitación únicamente con 

anterioridad al trámite de audiencia. 
 

b) Los interesados podrán aducir alegaciones y aportar documentos u otros 
elementos de juicio únicamente en el plazo de diez días a partir del 
siguiente al de la notificación del correspondiente acto.  
 

c) Los interesados podrán alegar defectos de tramitación únicamente una 
vez concluido el procedimiento.  
   

d) Los interesados podrán aducir alegaciones y aportar documentos u otros 
elementos de juicio en cualquier momento del procedimiento anterior al 
trámite de audiencia. 

 



 
 
 

18. Señale la respuesta INCORRECTA en relación con el artículo 47.1 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. Son nulos de pleno 
derecho:  

 
a) Los actos de las Administraciones Públicas que lesionen cualquiera de 

los derechos y libertades recogidos en el Título I de la Constitución 
Española. 
 

b) Los actos de las Administraciones Públicas dictados por órgano 
manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio. 
 

c) Los actos de las Administraciones Públicas dictados prescindiendo total 
y absolutamente del procedimiento legalmente establecido o de las 
normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la 
voluntad de los órganos colegiados. 
 

d) Los actos de las Administraciones Públicas expresos o presuntos 
contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o 
derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su 
adquisición. 

 
 
 
 
 

19. Señale la respuesta INCORRECTA en relación con el artículo 114 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas:  

  
a) Ponen fin a la vía administrativa las resoluciones de los recursos de 

alzada. 
 

b) Ponen fin a la vía administrativa las resoluciones de los órganos 
administrativos que carezcan de superior jerárquico, salvo que una Ley 
establezca lo contrario. 
 

c) Pone fin a la vía administrativa la resolución administrativa de los 
procedimientos de responsabilidad patrimonial. 
 

d) Pone fin a la vía administrativa la resolución administrativa de los 
procedimientos sancionadores. 

 
 
 
 
 



 
 

20. Señale la respuesta INCORRECTA en relación con el artículo 19 de 
la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa. Son sujetos legitimados ante el orden 
jurisdiccional contencioso-administrativo:  
 

a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten un derecho o interés 
legítimo. 
 

b) La Administración del Estado, cuando ostente un derecho o interés 
legítimo, para impugnar los actos y disposiciones de la Administración de 
las Comunidades Autónomas y de los Organismos Públicos vinculados a 
éstas, así como los de las Entidades locales, de conformidad con lo 
dispuesto en la legislación de régimen local, y los de cualquier otra 
Entidad pública no sometida a su fiscalización. 
 

c) El Ministerio Fiscal en cualquier caso. 
 

d) Las corporaciones, asociaciones, sindicatos y grupos y entidades a que 
se refiere el artículo 18 que resulten afectados o estén legalmente 
habilitados para la defensa de los derechos e intereses legítimos 
colectivos. 

 
 
 

21. Señale cuál de las siguientes afirmaciones es INCORRECTA en 
relación con los artículos 72 y 73 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa:  

 
a) La anulación por sentencia de una disposición o acto producirá efectos 

para todas las personas afectadas. 
 
b) Las sentencias firmes que anulen una disposición general tendrán 

efectos generales desde el día en que sea publicado su fallo y preceptos 
anulados en el mismo periódico oficial en que lo hubiera sido la 
disposición anulada.  

 
c) Se publicarán las sentencias firmes que anulen un acto administrativo 

que afecte a una pluralidad indeterminada de personas. 
 
d) Las sentencias firmes que anulen un precepto de una disposición 

general afectarán, en todo caso, a la eficacia de los actos administrativos 
firmes que lo hayan aplicado antes de que la anulación alcanzara 
efectos generales. 

 
 
 
 
 



 
 
 

22. Señale cuál de las siguientes afirmaciones es INCORRECTA de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 90 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, en relación con la resolución de los 
procedimientos sancionadores:  

 
a) La resolución que ponga fin al procedimiento será ejecutiva cuando no 

quepa contra ella ningún recurso ordinario en vía administrativa. 
 
b) Cuando la resolución sea ejecutiva, se podrá suspender cautelarmente, 

si el interesado manifiesta a la Administración su intención de interponer 
recurso contencioso-administrativo contra la resolución firme en vía 
administrativa. 

 
c) En la resolución se podrán aceptar hechos distintos de los determinados 

en el curso del procedimiento,  resultantes de la diferente valoración de 
las pruebas practicadas que constituyan los fundamentos básicos de la 
decisión.  

 
d) Cuando el órgano competente para resolver considere que la infracción 

o la sanción revisten mayor gravedad que la determinada en la 
propuesta de resolución, se notificará al inculpado para que aporte 
cuantas alegaciones estime convenientes en el plazo de quince días. 

 
 
 
 

23. De acuerdo con el artículo 52 de la Ley de 16 de diciembre de 1954 
sobre Expropiación Forzosa, la expropiación por razones de 
urgencia requerirá:  

 
a) Que sea acordada por acuerdo del Consejo de Ministros. 
 
b) Que el Jurado de Expropiación determine el pago urgente. 
 
c) Que sea acordada por el Ministro competente en Materia de Hacienda. 
 
d) Que se levante el acta previa a la ocupación sin la presencia de los 

propietarios. 
 

 
 
 



24. De acuerdo con el artículo 32 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, para que surja 
responsabilidad del Estado legislador por daños derivados de la 
aplicación de una norma con rango de ley declarada 
inconstitucional y proceda su indemnización, además de los 
requisitos generales establecidos por la misma norma para la 
responsabilidad patrimonial tiene que concurrir el siguiente 
requisito:  

 
a) Que el particular haya obtenido, en cualquier instancia, sentencia firme 

desestimatoria de un recurso contra la actuación administrativa que 
ocasionó el daño, siempre que se hubiera alegado la inconstitucionalidad 
posteriormente declarada. 

 
b)  Que la norma declarada inconstitucional tuviera por objeto conferir 

derechos a los particulares. 
 
c) Que la norma declarada inconstitucional contraviniera asimismo el 

Derecho de la Unión Europea. 
 
d) No es necesario el cumplimiento de requisitos adicionales a los 

generales establecidos para la responsabilidad patrimonial en la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 

 
 
 
 
 

25. De acuerdo con el artículo 6 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales, cuando se pretenda fundar el tratamiento de los 
datos en el consentimiento del afectado para una pluralidad de 
finalidades:  

 
a) Será preciso que conste de manera genérica que dicho consentimiento 

se otorga para todas ellas. 
 
b)  No será preciso que conste el consentimiento. 
 
c)  Será preciso que conste de manera específica e inequívoca que dicho 

consentimiento se otorga para todas ellas. 
 
d)  Será preciso que conste el consentimiento exclusivamente cuando este 

se otorgue para una de ellas. 
 
 
 
 
 
 



 
 

26. De acuerdo con el artículo 55 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, la Administración General del 
Estado comprende:  

 
a)  La Organización Central, que integra los Ministerios y los servicios 

comunes, la Organización Comarcal y la Administración General del 
Estado en el exterior. 

 
b)  La Organización Territorial, que integra los Ministerios y los servicios 

comunes, la Organización General y la Administración General del 
Estado en el exterior. 

 
c) La Organización General y la Organización Territorial Comarcal. 
 
d) La Organización Central, que integra los Ministerios y los servicios 

comunes, la Organización Territorial y la Administración General del 
Estado en el exterior. 

 
 
 
 
 

27. De acuerdo con el artículo 5 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de 

agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de 

Navarra, ostentarán la condición política de navarros los españoles 

que:  

a) De acuerdo con las leyes de bases de régimen local, tengan la vecindad 
administrativa en cualesquiera de los municipios de Navarra. 

 
b) De acuerdo con las leyes generales de la nación, tenga la vecindad civil 

en cualquiera de las merindades de Navarra. 
 
c) De acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan la vecindad 

administrativa en cualesquiera de los municipios de Navarra. 
 

d) De acuerdo con las leyes generales del Estado tengan la vecindad civil 
en cualquiera de los Municipios de Navarra. 

 

 
 



 
28. De acuerdo con lo previsto en los artículos 34 y 35 de la Ley 

Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y 
Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, ¿cuál de las 
siguientes afirmaciones no es cierta?:  

 
a)  El Presidente de la Comunidad Foral de Navarra podrá plantear ante el 

Parlamento la cuestión de confianza sobre su programa de actuación, en 
la forma que se determine en el Reglamento de la Cámara. La confianza 
se entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría 
simple de los parlamentarios forales. 

 
b) El Parlamento de Navarra podrá exigir la responsabilidad política del 

Gobierno de Navarra mediante la aprobación por mayoría absoluta de 
una moción de censura. 

 
c)  Si el Parlamento de Navarra aprueba una moción de censura a la 

Diputación, su Presidente presentará inmediatamente la dimisión, 
procediéndose a nombrar Presidente de la Comunidad Foral de Navarra 
al candidato o candidata propuesto en la moción aprobada.  

 
d) Si el Parlamento niega su confianza al Presidente de la Comunidad 

Foral, éste presentará su dimisión en el plazo de veinte días, 
procediéndose a continuación a la elección de un nuevo Presidente. 

 
 
 
 
 
 

29. De acuerdo con el artículo 14 de la Ley Foral 19/1984, de 20 de 
diciembre, de la Cámara de Comptos de Navarra, ¿cuáles de los 
siguientes no son órganos de la Cámara de Comptos?:  

 
a)  El Presidente. 
 
b)  Los Auditores. 
 
c) Los Letrados. 
  
d) La Secretaría General. 

 
 
 



 
30. Conforme al principio “paramiento fuero vienze” o “paramiento ley 

vienze”:  
 

a) La voluntad unilateral o contractual prevalece en todo caso sobre 
cualquier fuente de Derecho.  

 
b) La voluntad unilateral o contractual prevalece sobre cualquier fuente de 

Derecho, salvo que sea contraria a la moral o al orden público, vaya en 
perjuicio de tercero o se oponga a un precepto prohibitivo de la 
Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra con sanción de nulidad. 

 
c)  La voluntad unilateral o contractual prevalece sobre cualquier fuente de 

Derecho, salvo que sea contraria a la moral o al orden público, vaya en 
perjuicio de tercero o se oponga a un precepto prohibitivo de la 
Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra con sanción de 
anulabilidad. 

 
d)  La voluntad unilateral o contractual prevalece sobre cualquier fuente de 

Derecho, con la única excepción de que sea contraria a la moral o al 
orden público. 

 
 
 
 

31. Señale la respuesta INCORRECTA en relación con el uso oficial del 
Euskera. Según la Ley Foral 18/1986, de 15 de diciembre, del 
Euskera:  

 
a)  En la zona vascófona, todos los ciudadanos tienen derecho a usar tanto 

el euskera como el castellano en sus relaciones con las 
Administraciones Públicas y a ser atendidos en la lengua oficial que 
elijan. 

 
b)  En la zona mixta, todos los ciudadanos tienen derecho a usar tanto el 

euskera como el castellano para dirigirse a las Administraciones 
Públicas de Navarra. 

 
c)  En la zona no vascófona, se reconoce a los ciudadanos el derecho a 

dirigirse en euskera a las Administraciones Públicas de Navarra, 
pudiendo éstas requerir a los interesados la traducción al castellano o 
utilizar los servicios de traducción. 

 
d)  En la zona mixta, se podrá requerir a los interesados la traducción al 

castellano o utilizar los servicios de traducción previstos en el artículo 9. 
 
 
 
 
 



 
 
 
 
 

32. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley Foral 14/2004, 
de 3 de diciembre, del Gobierno de Navarra y de su Presidenta o 
Presidente, el Gobierno en funciones:  

 
a)  Limitará su gestión al despacho ordinario de los asuntos públicos de su 

competencia. 
 
b)  En ningún caso y sin excepciones puede ejercer la iniciativa legislativa. 
 
c)  No podrá aprobar Decretos Forales Legislativos de armonización 

tributaria. 
 
d)  Todas las anteriores son correctas. 

 
 
 
 

33. ¿Cuál de las siguientes atribuciones de la Presidenta o Presidente 
del Gobierno de Navarra requerirán de la aprobación de un Decreto 
Foral de la Presidenta o del Presidente, de acuerdo con la Ley Foral 
14/2004, de 3 de diciembre, del Gobierno de Navarra y de su 
Presidenta o Presidente?:  

 
a)  Establecer las directrices generales de la acción de gobierno. 
 
b)  Plantear ante el Parlamento de Navarra, previa deliberación del 

Gobierno de Navarra, la cuestión de confianza. 
 
c)  Crear los Departamentos de la Administración de la Comunidad Foral de 

Navarra. 
 
d)  Ordenar la ejecución de las decisiones del Gobierno de Navarra y velar 

por su cumplimiento. 
 



 
34. En relación con la delegación interorgánica de competencias, el 

artículo 11 de la Ley Foral 11/2019, de 11 de marzo, de la 
Administración de la Comunidad Foral de Navarra y del Sector 
Público Institucional Foral, establece que:  

 
a) Los actos y resoluciones administrativas que se dicten por delegación 

indicarán expresamente esta circunstancia y se considerarán, a todos 
los efectos, dictadas por el órgano delegante. 

 
b) Los actos y resoluciones administrativas que se dicten por delegación 

indicarán expresamente esta circunstancia y se considerarán, a todos 
los efectos, dictadas por el órgano delegado. 

 
c) Los actos y resoluciones administrativas que se dicten por delegación 

podrán indicar expresamente esta circunstancia y se considerarán, a 
todos los efectos, dictadas por el órgano delegante. 

 
d) Los actos y resoluciones administrativas que se dicten por delegación 

podrán indicar expresamente esta circunstancia y se considerarán, a 
todos los efectos, dictadas por el órgano delegado. 
 

 
 
35. De acuerdo con el artículo 14 de la Ley Foral 17/2019, de 4 de abril, 

de Igualdad entre mujeres y hombres, el Plan Estratégico para la 
Igualdad entre mujeres y hombres de Navarra:  

 
a)  Tendrá una vigencia con carácter general de 5 años. 
 
b)  Será aprobado por el Gobierno de Navarra previo informe del Consejo 

Navarro de Igualdad, y se remitirá al Parlamento de Navarra para su 
debate y aprobación final. 

 
c)  Establecerá los objetivos y medidas de carácter transversal que se 

deberán aplicar para garantizar la igualdad efectiva entre mujeres y 
hombres únicamente en el ámbito de la Administración de la Comunidad 
Foral de Navarra y sus organismos autónomos. 

  
d)  Deberá considerar en su elaboración las recomendaciones de la 

Comisión lnterdepartamental para la Igualdad pero no las del Consejo 
Navarro de Igualdad. 

 



36. De acuerdo con el artículo 14 de la Ley Foral 8/2016, de 9 de junio, 
sobre el Consejo de Navarra, ¿en cuál de los siguientes asuntos 
deberá ser consultado preceptivamente el Consejo de Navarra?: 

 
a)  Reclamaciones de responsabilidad patrimonial en las que se solicite una 

indemnización en cuantía igual o superior a 20.000 euros.  
 
b)  Proyectos de Decreto Foral Legislativo, salvo los de armonización 

tributaria. 
 
c)  Interposición de cuestiones de inconstitucionalidad. 
 
d)  Proyectos de reglamentos meramente organizativos.  

 
 

37. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley Foral 4/2000, 
de 3 de julio, del Defensor del Pueblo de la Comunidad Foral de 
Navarra, la condición de Defensor del Pueblo de la Comunidad 
Foral de Navarra no es incompatible con:  

 
a)  Cualquier cargo político de libre designación. 
 
b)  La permanencia en situación de servicios especiales en cualquier 

Administración pública. 
 
c)  El ejercicio de cualquier actividad profesional, liberal, mercantil o   

laboral. 
 
d)  El desempeño de funciones directivas en una fundación. 
 

 
 

38. De acuerdo con el artículo 6 de la Ley 28/1990, de 26 de diciembre, 
por la que se aprueba el Convenio económico entre el Estado y la 
Comunidad Foral de Navarra, cualquier modificación del Convenio 
Económico:  

 
a)  Deberá ser aprobada por el Parlamento de Navarra a través de la Ley 

Foral de Presupuestos Generales de Navarra.  
 
b)  Deberá ajustarse al mismo procedimiento seguido para su elaboración y 

aprobación. 
 
c)  Deberá ser aprobada por las Cortes Generales y posteriormente 

ratificada por el Parlamento de Navarra por mayoría simple. 
 
d)  Deberá ser aprobada por el Parlamento de Navarra por mayoría 

absoluta de sus miembros y posteriormente por las Cortes Generales 
por mayoría de tres quintos de cada una de las Cámaras. 

 



 
 
 

39. De acuerdo con el artículo 50 de la Ley Foral 13/2007, de 4 de abril, 
de la Hacienda Pública de Navarra, las transferencias de crédito en 
los presupuestos de gastos:  

 
a)  Podrán minorar cualquier crédito si no se alteran los objetivos del 

programa o programas afectados. 
 
b)  No podrán minorar créditos específicamente aprobados por el 

Parlamento de Navarra como consecuencia de enmiendas. 
 
c)  No podrán incrementar créditos que ya hubiesen sido objeto de 

incremento presupuestario mediante transferencia de crédito en el 
mismo ejercicio. 

 
d)  No podrán realizarse en caso de prórroga de los Presupuestos 

Generales de Navarra. 
 
 
 
 
 

40. De acuerdo con el artículo 2 de la Ley Foral 11/2005, de 9 de 
noviembre, de Subvenciones, no están comprendidas en su ámbito 
de aplicación:  

 
a)  Las subvenciones financiadas total o parcialmente con cargo a fondos 

de la Unión Europea, a las que únicamente les serán de aplicación las 
normas comunitarias aplicables en cada caso. 

 
b)  Las ayudas individualizadas para estudios postobligatorios no 

universitarios. 
 
c)  Las aportaciones dinerarias a entidades integrantes del sector público 

cuyos presupuestos se integren en los Presupuestos Generales de 
Navarra, tanto si se destinan a financiar globalmente su actividad como a 
la realización de actuaciones concretas a desarrollar en el marco de las 
funciones que tengan atribuidas, siempre que no resulten de una 
convocatoria pública. 

 
d)  Las ayudas que se otorguen en materia de acción humanitaria 

especializada en situaciones de emergencia. 
 
 
 
 



41. De acuerdo con el artículo 34 de la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, 
de Contratos Públicos, los contratos privados que celebren los 
poderes adjudicadores que reúnan la condición de Administración 
Pública, se regirán:  

 
a) En cuanto a su preparación y adjudicación, efectos y extinción, por las 

normas de derecho privado. 
 
b) En cuanto a su preparación y adjudicación, en defecto de normas 

administrativas específicas, por la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de 
Contratos Públicos y sus disposiciones de desarrollo y en lo que 
respecta a sus efectos y extinción, por las normas de derecho privado. 

 
c) En cuanto a su preparación y adjudicación, efectos y extinción, por la 

Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de Contratos Públicos. 
 
d) Ninguna de las anteriores respuestas es correcta dado que las 

Administraciones Públicas no pueden celebrar contratos privados. 
 
 
 
 
 
 
 

42. De acuerdo con la regulación contenida en el artículo 122 de la Ley 
Foral 2/2018, de 13 de abril, de Contratos Públicos, la reclamación 
especial en materia de contratación pública se podrá interponer 
ante el Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Navarra 
por:  

 
a)  Los miembros de las mesas de contratación siempre que hubiesen 

votado en contra del acuerdo o acto administrativo objeto de 
reclamación.  

 
b)  Únicamente por las empresas o profesionales que tengan la solvencia 

técnica y económica requerida para participar en la licitación. 
 
c)  Las empresas, profesionales y personas interesadas en la licitación y 

adjudicación de un contrato público, así como las organizaciones 
sindicales. 

 
d)  Las empresas o profesionales admitidas a licitación siempre que 

acrediten que no han estado incursas en ninguna de las causas de 
prohibición de contratar previstas en el artículo 22 de la Ley Foral 
2/2018, de 13 de abril, de Contratos Públicos. 

 
 
 
 



43. De acuerdo con el artículo 144 la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de 
Contratos Públicos, no precisará expediente de modificación 
contractual la variación de unidades realmente ejecutadas sobre las 
previstas en el contrato inicial o en el proyecto de obra, en el 
siguiente supuesto:  

 
a)  Cuando se produzca un aumento de unidades, siempre se hubiese 

previsto en el pliego esta posibilidad, se haya computado en el valor 
estimado del contrato y el incremento del gasto sumado al de otras 
modificaciones previas del contrato no exceda del 50% del importe de 
adjudicación del contrato. 

 
b)  Cuando se produzca un aumento de unidades por la concurrencia de 

circunstancias imprevisibles para una entidad adjudicadora diligente. 
 
c)  Cuando el incremento de unidades sea inferior al 10% del importe de 

adjudicación o del valor de la concesión. 
 
d)  Cuando se produzca un aumento de unidades, siempre se hubiese 

previsto en el pliego esta posibilidad, se haya computado en el valor 
estimado del contrato y el incremento del gasto no sea superior al 
porcentaje señalado en el pliego, que no podrá exceder del 10% del 
importe de adjudicación del contrato. 

 
 
 
 
 
 

44. De acuerdo con el artículo 57.1 de la Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, 
del Patrimonio de Navarra, la Administración de la Comunidad Foral 
de Navarra podrá recuperar por sí misma la posesión 
indebidamente perdida sobre sus bienes y derechos de dominio 
público:  

 
a)  En cualquier momento. 
 
b) En el plazo de un año, contado desde el día siguiente al de la 

usurpación. 
 
c)  En el plazo de 5 años, contados desde el mismo día de la usurpación. 
 
d)  En el plazo de 4 años, contados desde el día siguiente a aquél en que la 

Administración tuvo conocimiento de la usurpación. 
 
 
 
 
 
 



45. Conforme a lo dispuesto en el Decreto Foral Legislativo 251/1993, 
de 30 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido del 
Estatuto del personal al servicio de las Administraciones Públicas 
de Navarra, la condición de funcionario se pierde, entre otras, por la 
siguiente causa:  

 
a)  La no incorporación al servicio activo en el plazo de treinta días a contar 

desde el día siguiente a aquel en que se produzca el vencimiento del 
plazo de un año en situación de excedencia voluntaria. 

 
b)  Por la pérdida de la nacionalidad española o de la de cualquier otro 

Estado miembro de la Unión Europea, salvo que simultáneamente se 
adquiera la nacionalidad de otro Estado miembro. 

 
c)  Por la no incorporación al servicio activo en el plazo de treinta días a 

contar desde el día siguiente a aquel en que el funcionario o funcionaria 
presente la solicitud de incorporación tras una excedencia especial.  

 
d)  Por haber sido condenado mediante sentencia judicial firme por delito. 

 
 
 
 

46. De acuerdo con el artículo 9 del Decreto Foral Legislativo 251/1993, 
de 30 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido del 
Estatuto del Personal al servicio de las Administraciones Públicas 
de Navarra, en relación con la adquisición de la condición de 
funcionario, ésta se adquiere por el cumplimiento, entre otros, del 
siguiente requisito:  

 
 

a)  Presentación a las correspondientes pruebas selectivas y nombramiento 
conferido por el órgano de selección. 

 
b)  Juramento o promesa de respetar el régimen foral de Navarra, de acatar 

la Constitución y las leyes y de cumplir fielmente las obligaciones propias 
del cargo. 

 
c)  Toma de posesión dentro del plazo de treinta días, a contar desde la 

notificación del nombramiento, salvo causa suficientemente justificada. 
 
d)  Todas las respuestas anteriores son correctas.  

 



47. De acuerdo con el artículo 29 del Decreto Foral Legislativo 251/1993, 
de 30 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido del 
Estatuto del personal al servicio de las Administraciones Públicas 
de Navarra, el tiempo máximo de suspensión provisional durante la 
tramitación de un expediente disciplinario no podrá exceder de:  

 
a)  Seis meses. 
 
b)  Doce meses. 
 
c)  Dieciocho meses.  
 
d)  Tres meses. 

 
 

48. De acuerdo con el artículo 32 del Decreto Foral Legislativo 251/1993, 
de 30 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido del 
Estatuto del personal al servicio de las Administraciones Públicas 
de Navarra, la designación de personal funcionario para 
desempeñar interinamente un puesto de trabajo de su mismo nivel 
y de igual o superior categoría a aquél del que sea titular:  

 
a)  Será realizada por la persona titular del Departamento al que esté 

adscrita la persona funcionaria.  
 
b)  Tendrá una duración mínima de un año. 
 
c)  Trascurridos dos meses de interinidad ininterrumpida generará el 

derecho a percibir las retribuciones correspondientes al puesto de 
trabajo que estén desempeñando interinamente.  

 
d)  Podrá ser revocada libremente por la Administración. 

 
 
 

49. De acuerdo con el artículo 31 de la Ley Foral 23/2018, de 19 de 
noviembre, de las Policías de Navarra, el empleo de Subinspector o 
Subinspectora se integra dentro del siguiente nivel de régimen 
funcionarial:  

 
a)  Nivel A.  
 
b)  Nivel B.  
 
c)  Nivel C. 
 
d)  Nivel D. 

 
 
 



 
50. De acuerdo con el artículo 30.3 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, 

de la Administración Local de Navarra:  
 

a)  Los municipios podrán delegar en el Distrito el ejercicio de todas sus 
competencias para la realización de actividades y prestación de servicios 
públicos. 

 
b)  El municipio puede delegar en los concejos las competencias 

urbanísticas, la realización de obras o la prestación de servicios relativos 
a la competencia de aquel, cuando afecten a los intereses propios de 
tales concejos de forma que se mejore la eficacia de la gestión pública y 
se alcance una mayor participación ciudadana. 

 
c)  El concejo puede delegar en los municipios la prestación de servicios en 

materia de conservación y mantenimiento de cementerios, así como la 
relativa al abastecimiento de agua potable a domicilio y la evacuación y 
tratamiento de aguas residuales. 

 
d)  Los municipios que formen parte de las Agrupaciones tradicionales 

mencionadas en el artículo 3.c) de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de 
la Administración Local de Navarra, podrán delegar en ellas el ejercicio 
de las competencias relativas a la prestación de servicios o realización 
de actividades. 

 
 
 
 

51. Conforme lo dispuesto en el artículo 8.2 de la Ley Foral 13/2007, de 
4 de abril, de la Hacienda Pública de Navarra, los recursos de la 
Hacienda Pública de Navarra se afectarán a gastos para atender 
fines determinados: 

 
a) En todo caso. 
 
b) En los financiados por deuda pública. 
 
c) En los casos establecidos por la ley. 
 
d) En ningún caso. 
 

 
 



52. Conforme a lo dispuesto en el artículo 31.2 de la Ley Foral 13/2007, 
de 4 de abril, de la Hacienda Pública de Navarra, los Presupuestos 
Generales de Navarra se elaboran por: 

 
a) Programas. 
 
b) Secciones y Servicios. 
 
c) Capítulos. 
 
d) Funciones 

 
 

53. Conforme a lo dispuesto en el artículo 100 de la Ley Foral 13/2007, 
de 4 de abril, de la Hacienda Pública de Navarra, la función 
interventora se ejercerá en sus modalidades de intervención formal 
y material. La intervención formal consistirá en: 

 
a) La comprobación de la real y efectiva aplicación de los fondos públicos. 
 
b) Verificación del cumplimiento de los requisitos legales necesarios para la 

adopción del acuerdo, mediante el examen de todos los documentos 
que, preceptivamente, deban estar incorporados al expediente. 

 
c) La comprobación de la real y efectiva aplicación de los ingresos. 
 
d) Verificación del cumplimiento de los requisitos necesarios para la 

adopción del acuerdo, mediante el examen de los principios de 
estabilidad presupuestaria y regla de gasto. 
 

 
 

54. Señale cuál de las siguientes modalidades de auditorías NO se 
contempla en el artículo 111 de la Ley Foral 13/2007, de 4 de abril, 
de la Hacienda Pública de Navarra:  

 
a) Auditoría de regularidad contable. 
 
b) Auditoría de cumplimiento. 
 
c) Auditoría de operativa. 
 
d) Auditoría de calidad. 
 

 



 
 

55. Señale la respuesta INCORRECTA en relación con lo dispuesto en 
el artículo 160 de la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de Contratos 
Públicos. Son causas de resolución del contrato:  

 
a) La declaración de insolvencia en cualquier procedimiento y, en caso de 

concurso, la apertura de la fase de liquidación, salvo que, en este último 
caso, el contratista prestare las garantías suficientes a juicio de la 
Administración para la ejecución del mismo. 

 
b) La fusión de la personalidad jurídica de la sociedad contratista 

adjudicataria. 
 
c) El mutuo acuerdo entre la Administración y el contratista, siempre que no 

concurra otra causa de resolución imputable al contratista y razones de 
interés público hagan innecesaria o inconveniente la permanencia del 
contrato. 

 
d) La falta de constitución de garantías cuando éstas sean obligatorias. 

 
 
 
 
 

56. Señale la respuesta INCORRECTA en relación con lo dispuesto en 
el artículo 42 de la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de Contratos 
Públicos. El cálculo del valor estimado de los contratos deberá 
tener en cuenta: 

 
a) El importe de la licitación, que comprenderá como máximo los costes 

derivados de la aplicación de los convenios colectivos sectoriales de 
aplicación y normativa laboral vigente. 

 
b) Cualquier forma de opción eventual y las eventuales prórrogas del 

contrato. 
 
c) Las primas o pagos a participantes. 
 
d) La totalidad de las modificaciones al alza previstas calculadas sobre el 

importe de la licitación. 
 



 
 
57. Señale la respuesta INCORRECTA en relación con lo dispuesto en 

el artículo 43 de la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de Contratos 
Públicos. Se prohíbe el pago aplazado del precio en los contratos, 
excepto:  

 
a) En aquellos supuestos en los que el sistema de pago se establezca 

mediante la modalidad de arrendamiento financiero. 
 
b) En aquellos supuestos en los que el sistema de pago se establezca 

mediante la modalidad de arrendamiento con opción de compra 
 
c) En aquellos supuestos en los que el sistema de pago se establezca 

mediante la modalidad de anticipo de caja fija. 
 
d) En aquellos supuestos en los que la Ley Foral de Contratos u otra Ley lo 

autorice expresamente. 
 

 
 
 
 
58. Según establece el artículo 70 de la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, 

de Contratos Públicos, la garantía provisional responderá del 
mantenimiento de las ofertas hasta:  

 
a) La formalización del contrato y será devuelta a cada participante no 

adjudicatario después de la adjudicación del mismo. 
 
b) La formalización del contrato y será devuelta a los licitadores un mes 

después de la perfección del mismo. 
 
c) La adjudicación del contrato y será devuelta a cada participante no 

adjudicatario una vez se inicie la prestación contractual. 
 
d) La adjudicación del contrato y será devuelta a cada participante no 

adjudicatario transcurrido un mes de esta. 
 

 



 
 
59. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 57 de la Ley Foral 2/2018, 

de 13 de abril, de Contratos Públicos, cuando en la adjudicación 
hayan de tenerse en cuenta criterios distintos del precio, el órgano 
de contratación:  

 
a) No podrá tomar en consideración las variantes que ofrezcan los 

licitadores. 
 
b) Podrá, motivadamente, autorizar o exigir la presentación de variantes 

siempre que se prevean en los pliegos, se expresen con concreción los 
requisitos, límites, modalidades y características de las mismas y se 
establezca la forma en la que se valorarán. 

 
c) Podrá tomar en consideración las variantes que ofrezcan los licitadores, 

siempre que las variantes no se prevean en los pliegos. 
 
d) Ninguna es correcta. 

 
 
 

60. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 43 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, cuando la notificación por medios 
electrónicos sea de carácter obligatorio, o haya sido expresamente 
elegida por el interesado, se entenderá rechazada: 

 
a) Cuando hayan transcurrido cuarenta y ocho horas hábiles desde la 

puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido. 
 
b) Cuando hayan transcurrido diez días naturales desde la puesta a 

disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido. 
 
c) Cuando hayan transcurrido diez días hábiles desde la puesta a 

disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido. 
 
d) Cuando hayan transcurrido cinco días hábiles desde la puesta a 

disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido. 
 

 



61. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 45.3 de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, la publicación del acto administrativo 
se realizará:  

 
a) En el Diario Oficial que corresponda, según sea la Administración de la 

que proceda el acto a notificar. 
 
b) En todo caso en el Boletín Oficial del Estado. 
 
c) En el Boletín Electrónico del Estado. 
 
d) En el tablón de edictos de las entidades locales. 

 
 

62. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19.3 de la Ley Foral 
11/2005, de 9 de noviembre, de Subvenciones, el plazo máximo de 
subsanación de solicitudes es de: 

 
a) Diez días. 
 
b) Quince días. 
 
c) Veinte días. 
 
d) Treinta días. 

 
 
 
63. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley Foral 

11/2005, de 9 de noviembre, de Subvenciones, realizará la 
evaluación de las solicitudes conforme a los criterios, formas y 
prioridades de valoración establecidos en las normas o en las 
bases reguladoras: 

 
a) El órgano competente para la instrucción, de oficio. 
 
b) El órgano competente para la instrucción, a solicitud de los interesados. 
 
c) El órgano competente para la resolución, de oficio. 
 
d) El órgano competente para la resolución, a solicitud de los interesados. 

 
 
 
 
 
 



 
 
64. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley Foral 

11/2005, de 9 de noviembre, de Subvenciones, a falta de previsión 
en las bases reguladoras, la cuenta justificativa del gasto se 
presentará, como máximo, en el plazo de: 

 
a) 1 mes desde la finalización del plazo para la realización de la actividad. 
 
b) 3 meses desde la finalización del plazo para la realización de la 

actividad. 
 
c) 6 meses desde la finalización del plazo para la realización de la 

actividad. 
 
d) 1 año desde la finalización del plazo para la realización de la actividad. 

 
 
 
 
 
65. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 35.2 de la Ley Foral 

11/2005, de 9 de noviembre, de Subvenciones, en caso de 
incumplimiento de la obligación de justificación o la justificación 
insuficiente: 

 
a) Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del 

interés de demora correspondiente desde el momento del pago de la 
subvención hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del 
reintegro. 

 
b) Procederá el reintegro de las cantidades percibidas, pero no el interés de 

demora, desde el momento del pago de la subvención hasta la fecha en 
que se acuerde la procedencia del reintegro. 

 
c) Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del 

interés de demora correspondiente desde la resolución de concesión de 
la subvención hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del 
reintegro. 

 
d) Procederá el reintegro de las cantidades percibidas, pero no el interés de 

demora, desde la resolución de concesión de la subvención hasta la 
fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro. 

 



66. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley Foral 
11/2005, de 9 de noviembre, de Subvenciones, el incumplimiento de 
la obligación de comunicar a la Administración concedente o a la 
entidad colaboradora, en su caso, la obtención de subvenciones o 
ayudas para la misma finalidad, procedentes de cualquier 
Administración Pública o Ente público, nacional o internacional, así 
como la modificación de cualesquier otra circunstancia que haya 
servido de fundamento para la concesión de la subvención, 
constituye: 

 
a) Una infracción muy grave. 
 
b) Una infracción grave. 
 
c) Una infracción leve. 
 
d) No constituye infracción en ningún caso. 

 
67. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Ley Foral 

14/2007, de 4 de abril, del Patrimonio de Navarra, el acto en virtud 
del cual un bien perteneciente al dominio público es desafectado 
para proceder a su simultánea afectación a un fin distinto al que 
venía sirviendo, manteniéndose dentro del régimen de la 
demanialidad, se denomina:  

 
a) Afectación sucesiva. 

 
b) Permuta demanial. 

 
c) Mutación demanial. 

 
d) Reserva demanial. 

 
68. Señale la respuesta INCORRECTA en relación con lo dispuesto en 

el artículo 6 de la Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, del Patrimonio de 
Navarra. Son bienes y derechos de dominio privado o patrimoniales 
los que, siendo titularidad de la Comunidad Foral de Navarra, no 
tengan el carácter de demaniales, y en todo caso:  

 
a) Los inmuebles titularidad de la Comunidad Foral en que se ubiquen 

servicios, oficinas o dependencias de sus órganos o instituciones. 
 

b) Los derechos de arrendamiento. 
 

c) Los derechos de propiedad incorporal. 
 

d) Los valores y títulos representativos de acciones y participaciones en el 
capital de sociedades mercantiles o de obligaciones emitidas por éstas. 

 



69. De acuerdo con el artículo 18.7 de la Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, 
del Patrimonio de Navarra, el aplazamiento del importe de 
adquisición a título oneroso de bienes inmuebles y derechos 
inmobiliarios, podrá autorizarse: 

 
a) Por el Departamento competente en materia de patrimonio, a propuesta 

del Departamento solicitante de la adquisición. 
 
b) Por el Gobierno de Navarra, a propuesta del Departamento competente 

en materia de patrimonio. 
 
c) Por el Gobierno de Navarra, a propuesta del Departamento solicitante de 

la adquisición. 
 
d) Por Ley Foral, a propuesta del Gobierno de Navarra. 

 
 
 
 
 

70. Señale la respuesta INCORRECTA en relación con lo dispuesto en 
el artículo 7 de la Ley 28/1990, de 26 de diciembre, por la que se 
aprueba el Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad 
Foral de Navarra. La Comunidad Foral de Navarra, en la elaboración 
de la normativa tributaria: 

 
a) Se adecuará, en todo caso, a la Ley General Tributaria. 
 
b) Establecerá y mantendrá una presión fiscal efectiva global no inferior a la 

existente en el resto del Estado. 
 
c) Respetará y garantizará la libertad de circulación y establecimiento de 

las personas y la libre circulación de bienes, capitales y servicios en todo 
el territorio español, sin que se produzcan efectos discriminatorios. 

 
d) Utilizará la misma clasificación de actividades industriales, comerciales, 

de servicios, profesionales, agrícolas, ganaderas y pesqueras que, en 
territorio común, sin perjuicio del mayor desglose que de las mismas 
pueda llevar a cabo la Comunidad Foral. 
 



71. Señale la respuesta INCORRECTA en relación con lo dispuesto en 
el artículo 8 de la Ley 28/1990, de 26 de diciembre, por la que se 
aprueba el Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad 
Foral de Navarra. A efectos del Convenio Económico, se 
entenderán domiciliadas fiscalmente en Navarra: 

 
a) Las personas físicas que tengan su residencia habitual en territorio 

navarro. 
 
b) Las personas jurídicas que tengan en sus estatutos el domicilio social en 

Navarra, con independencia del lugar en el que se realice su gestión 
administrativa y la dirección de los negocios. 

 
c) Los entes sin personalidad jurídica cuando su gestión y dirección se 

efectúe en Navarra. 
 
d) Los establecimientos permanentes cuando su gestión administrativa y la 

dirección de sus negocios se efectúen en Navarra.  
 
 

72. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley de 16 de 
diciembre de 1954 sobre expropiación forzosa, el expediente 
expropiatorio se inicia:  

 
a) Con el acuerdo de necesidad de ocupación.  
 
b) Con la declaración de utilidad pública o interés social.  
 
c) Con la ocupación material de la finca objeto de expropiación.  
 
d) Con el inicio del expediente de justiprecio.  

 
73. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 83.6 del Decreto Foral 

Legislativo 251/1993, de 30 de agosto, por el que se aprueba el 
Texto Refundido del Estatuto del Personal al servicio de las 
Administraciones Públicas de Navarra, deberán ser objeto de 
negociación entre la Administración de la Comunidad Foral de 
Navarra y las organizaciones sindicales: 

 
a) Las decisiones que afectan al ejercicio de los derechos de los 

ciudadanos ante los funcionarios públicos. 
 

b) El procedimiento esencial para la formación de disposiciones 
administrativas. 
 

c) Las medidas sobre salud laboral. 
 

d) Ninguna de las anteriores respuestas es correcta. 
 



74. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley Orgánica 
3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
Garantía de los derechos digitales, el delegado de protección de 
datos: 

 
a) Actuará como interlocutor del responsable o encargado del tratamiento 

ante la Agencia Española de Protección de Datos y las autoridades 
autonómicas de protección de datos. 
 

b) Estará obligado a bloquear los datos cuando proceda a su rectificación o 
supresión. 
 

c) Determinará si, cuando finalice la prestación de los servicios del 
encargado del tratamiento, los datos personales deben ser destruidos, 
devueltos al responsable o entregados, en su caso, a un nuevo 
encargado. 
 

d) Podrá conservar, debidamente bloqueados, los datos en tanto pudieran 
derivarse responsabilidades de su relación con el responsable del 
tratamiento. 

 
 
 
 

75. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 93 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas: 

 
a) En los procedimientos iniciados de oficio, la Administración podrá 

desistir, motivadamente, únicamente si lo hace dentro del plazo 
establecido para resolver el procedimiento. 

 
b) En los procedimientos iniciados de oficio, la Administración podrá 

desistir, motivadamente, únicamente si concurre un supuesto de interés 
general. 

 
c) En los procedimientos iniciados de oficio, la Administración podrá 

desistir, motivadamente, en los supuestos y con los requisitos previstos 
en las Leyes. 

 
d) En los procedimientos iniciados de oficio, la Administración podrá 

desistir, motivadamente, en todo caso. 
 
 
 



 
 
 
76. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas: 

 
a) La multa coercitiva no es un medio de ejecución forzosa sino una 

sanción al obligado. 
 
b) Las multas coercitivas únicamente proceden en caso de actos 

personalísimos en que no proceda la compulsión directa sobre la 
persona del obligado. 

 
c) La multa coercitiva es independiente de las sanciones que puedan 

imponerse con tal carácter y compatible con ellas. 
 
d) Las multas coercitivas sólo pueden ser reiteradas en tres ocasiones, en 

todo caso. 
 



 
 
77. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 106 de la Ley 39/2015, de 

1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas: 

 
a) Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciativa 

propia o a solicitud de interesado, y previo dictamen favorable del 
Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad 
Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los actos 
administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no 
hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos previstos en el artículo 
47.1 de la misma ley. 

 
b) Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciativa 

propia o a solicitud de interesado, y previo dictamen no vinculante del 
Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad 
Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los actos 
administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no 
hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos previstos en el artículo 
47.1 de la misma ley. 

 
c) Las Administraciones Públicas, por iniciativa propia o a solicitud de 

interesado, y previo dictamen no vinculante del Consejo de Estado u 
órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, 
declararán de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan 
puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en 
plazo, en los supuestos previstos en el artículo 47.1 de la misma ley, y 
siempre que no hayan trascurrido más de 4 años desde la fecha en la 
que se dictó el acto. 

 
d) Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciativa 

propia o a solicitud de interesado, y previo dictamen favorable del 
Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad 
Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la anulabilidad de los actos 
administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no 
hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos previstos en el artículo 
48 de la misma ley. 

 
 
 



 
78. Señale la respuesta correcta en relación con lo dispuesto en la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, sobre los recursos 
administrativos: 

 
a) Contra los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa 

deberá interponerse el recurso de reposición con carácter previo a la 
interposición del recurso contencioso-administrativo. 

 
b) Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán 

ser recurridos potestativamente en reposición o ser impugnados 
directamente ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo 

 
c) No procede la interposición de recursos administrativos contra actos que 

pongan fin a la vía administrativa. 
 

d) Contra cualquier acto firme en vía administrativa podrá interponerse en 
todo caso el recurso de reposición y el recurso extraordinario de 
revisión. 

 
 
 

79. Señale cuál de las siguientes atribuciones NO corresponden al 
Gobierno de Navarra de acuerdo con el artículo 7 de la Ley Foral 
14/2004, de 3 de diciembre, del Gobierno de Navarra y de su 
Presidenta o Presidente: 

 
a) Defender la integridad del régimen foral de Navarra, debiendo dar cuenta 

al Parlamento de cualquier contrafuero que pudiera producirse. 
 
b) Representar al pueblo navarro, ejercer la potestad legislativa, aprobar 

los Presupuestos y las Cuentas de Navarra, impulsar y controlar la 
acción de la Diputación Foral y desempeñar las demás funciones que le 
atribuye el ordenamiento jurídico. 

 
c) Ejercer la potestad reglamentaria, mediante la aprobación de los 

correspondientes reglamentos en el ámbito de competencias establecido 
por la Constitución Española y la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de 
agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de 
Navarra. 

 
d) Elaborar los Presupuestos Generales de Navarra y la formalización de 

las Cuentas, mediante la aprobación de los correspondientes proyectos 
de Ley Foral y su remisión al Parlamento de Navarra. 

 
 
 



80. De acuerdo con el artículo 8 de la Ley Foral 14/2004, de 3 de 
diciembre, del Gobierno de Navarra y su Presidenta o Presidente, 
para la válida adopción de acuerdos del Gobierno de Navarra: 

 
a) Es necesaria la asistencia de todos los miembros del Gobierno de 

Navarra. 
 
b) Es necesaria la asistencia de la mayoría absoluta de los miembros del 

Gobierno de Navarra. 
 
c) Es necesaria la asistencia de la Presidenta o Presidente, o quien 

legalmente la o le sustituya, y al menos la mitad de las Consejeras o 
Consejeros. 

 
d) Es necesaria la asistencia de la Presidenta o Presidente, o quien 

legalmente la o le sustituya, y al menos la mayoría absoluta de las 
Consejeras o Consejeros, o quienes legalmente les sustituyan. 

 
81. De acuerdo con el artículo 27.2 de la Ley Foral 14/2004, de 3 de 

diciembre, del Gobierno de Navarra y su Presidenta o Presidente, la 
incapacidad física o psíquica permanente que la o lo imposibilite 
para el ejercicio del cargo de la Presidenta o Presidente del 
Gobierno de Navarra: 

 
a) Debe ser apreciada motivadamente por el Gobierno de Navarra 

mediante acuerdo de al menos las cuatro quintas partes de sus 
miembros, adoptada en sesión convocada y dirigida por quien 
corresponda según el orden de suplencia establecido en el artículo 26.1 
de la citada Ley Foral, y propuesta al Parlamento de Navarra para su 
declaración por parte del mismo por mayoría absoluta de sus miembros. 

 
b) Debe ser apreciada motivadamente por el Parlamento de Navarra 

mediante acuerdo de al menos las cuatro quintas partes de sus 
miembros, y propuesta al Gobierno de Navarra para su declaración por 
parte del mismo por mayoría absoluta de sus miembros. 

 
c) Debe ser apreciada motivadamente por el Gobierno de Navarra 

mediante acuerdo de al menos las tres quintas partes de sus miembros, 
adoptada en sesión convocada y dirigida por quien corresponda según el 
orden de suplencia establecido en el artículo 26.1 de la citada Ley Foral, 
y propuesta al Parlamento de Navarra para su declaración por parte del 
mismo por mayoría de sus miembros. 

 
d) Debe ser apreciada motivadamente por el Gobierno de Navarra 

mediante acuerdo de al menos las cuatro quintas partes de sus 
miembros, adoptada en sesión convocada y dirigida por quien 
corresponda según el orden de suplencia establecido en el artículo 26.1 
de la citada Ley Foral, y propuesta al Parlamento de Navarra para su 
declaración por parte del mismo por mayoría de sus miembros. 

 



 
 

82. Señale cuál de las siguientes atribuciones corresponde a la 
Presidenta o Presidente del Gobierno de Navarra de acuerdo con el 
artículo 30 de la Ley Foral 14/2004, de 3 de diciembre, del Gobierno 
de Navarra y de su Presidenta o Presidente: 

 
a) Defender la integridad del régimen foral de Navarra, debiendo dar cuenta 

al Parlamento de cualquier contrafuero que pudiera producirse. 
 
b) Crear, modificar, agrupar y suprimir los Departamentos de la 

Administración de la Comunidad Foral de Navarra, estableciendo su 
denominación y ámbito competencial. 

 
c) Ejercer delegación legislativa, mediante la aprobación de los 

correspondientes Decretos Forales Legislativos. 
 
d) Elaborar los Presupuestos Generales de Navarra y la formalización de 

las Cuentas, mediante la aprobación de los correspondientes proyectos 
de Ley Foral y su remisión al Parlamento de Navarra. 

 
 
 
 

83. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 54 de la Ley Foral 
11/2019, de 11 de marzo, de la Administración de la Comunidad 
Foral de Navarra y del Sector Público Institucional Foral, la 
extinción de los organismos públicos se producirá: 

 
a) Por Ley Foral, a propuesta del Departamento competente en materia de 

Función Pública.  
 
b) Por Acuerdo de Gobierno de Navarra, previa propuesta del órgano que 

establezcan sus estatutos. 
 
c) Por Decreto Foral del Gobierno de Navarra, a propuesta de la persona 

titular del Departamento de adscripción, y previo informe de los 
Departamentos competentes en materias de función pública, 
organización administrativa y economía. 

 
d) Por Orden Foral de la persona titular del Departamento al que esté 

adscrito, y previo informe de los Departamentos competentes en materia 
de función pública y economía. 

 
 
 
 



84. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley Foral 
11/2019, de 11 de marzo, de la Administración de la Comunidad 
Foral de Navarra y del Sector Público Institucional Foral, los 
miembros de los órganos colegiados quedarán exentos de la 
responsabilidad que en su caso pueda derivarse de los acuerdos 
adoptados: 

 
a) Únicamente cuando voten en contra. 
 
b) Tanto si votan en contra como si se abstienen. 
 
c) Sólo en el caso de no estar presentes en la sesión en la que se adopte 

el acuerdo. 
 
d) Únicamente si habiendo votado en contra del acuerdo mayoritario, 

hubieran presentado voto particular.  
 

 
85. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley Foral 11/2019, 

de 11 de marzo, de la Administración de la Comunidad Foral de 
Navarra y del Sector Público Institucional Foral, ¿cuál de las 
siguientes opciones no está contemplada como una potestad o 
prerrogativa de la Administración Pública Foral? 

 
a) La potestad calificatoria o de evaluación técnica. 
 
b) La potestad certificante. 
 
c) La presunción de legitimidad de sus actos. 
 
d) La potestad delegante ejecutiva. 

 
 
86. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley 40/2015, de 1 

de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, el plazo de 
prescripción de las sanciones comenzará a contarse: 

 
a) Desde el día siguiente a la notificación de la resolución sancionadora, si 

bien éste quedará interrumpido con la interposición de cualquier recurso 
ordinario en vía administrativa. 
 

b) Desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo previsto para 
dictar y notificar la resolución sancionadora.  
 

c) Desde el día siguiente a aquel en que se dicte la resolución por la que se 
impone la sanción. 
 

d) Desde el día siguiente a aquel en que sea ejecutable la resolución por la 
que se impone la sanción o haya transcurrido el plazo para recurrirla. 

 



87. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, relativo a los 
principios de la responsabilidad patrimonial de las 
Administraciones Públicas: 

 
a) La anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional 

contencioso administrativo de los actos o disposiciones administrativas 
no presupone, por sí misma, derecho a la indemnización. 
 

b) La anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional 
contencioso administrativo de los actos o disposiciones administrativas 
presupone, por sí misma, derecho a la indemnización. 

 
c) La anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional 

contencioso administrativo de los actos o disposiciones administrativas 
presupone derecho a la indemnización en los casos en los que se trate 
de anulación de actos o disposiciones dictadas en ejercicio de 
potestades regladas.  

 
d) La anulación en vía administrativa de los actos o disposiciones 

administrativas no presupone derecho a la indemnización; no obstante, 
si dichos actos o disposiciones son anulados en vía judicial deberá 
indemnizarse en todo caso a las personas y entidades afectadas por los 
daños causados.  

 
 
88. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 23.4 de la Ley 40/2015, de 

1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. La actuación 
de autoridades y personal al servicio de las Administraciones 
Públicas en los que concurran motivos de abstención: 

 
a) No implicará, necesariamente, y en todo caso, la invalidez de los actos 

en que hayan intervenido, pero dará lugar a la responsabilidad que 
proceda. 
 

b) Dará lugar a la responsabilidad que proceda, pero no implicará en 
ningún caso la invalidez de los actos en que hayan intervenido. 
 

c) Implicará, necesariamente, y en todo caso, la invalidez de los actos en 
que hayan intervenido. 
 

d) Implicará, necesariamente, y en todo caso, la invalidez de los actos en 
que hayan intervenido dando lugar a la responsabilidad que proceda. 
 
 
 



 
 
 
89. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 40/2015, de 1 

de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Si el recusado 
niega la causa de recusación, el superior resolverá en el plazo de: 

 
a) Un día 

 
b) Dos días 

 
c) Tres días 

 
d) Cuatro días 

 
 
 

90. Según el artículo 65.2 de la Ley Foral 5/2018, de 17 de mayo, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la 
persona titular de la presidencia del Consejo de Transparencia de 
Navarra: 

 
a) Será elegida por el Gobierno de Navarra, entre personas de reconocido 

prestigio y competencia profesional, por mayoría absoluta, de entre las 
candidaturas propuestas por los diferentes grupos parlamentarios y 
nombrada por el Parlamento de Navarra, mediante Decreto Foral, por un 
periodo de cinco años renovable. 

 
b) Será elegida por el Gobierno de Navarra, entre personas de reconocido 

prestigio y competencia profesional, por mayoría absoluta, de entre las 
candidaturas propuestas por los diferentes grupos parlamentarios y 
nombrada por el Parlamento de Navarra, mediante Decreto Foral, por un 
periodo de cuatro años renovable. 

 
c) Será elegida por el Parlamento de Navarra, entre personas de 

reconocido prestigio y competencia profesional, por mayoría absoluta, de 
entre las candidaturas propuestas por los diferentes grupos 
parlamentarios y nombrada por el Gobierno de Navarra, mediante 
Decreto Foral, por un periodo de cinco años no renovable. 

 
d) Será elegida por el Parlamento de Navarra, entre personas de 

reconocido prestigio y competencia profesional, por mayoría absoluta, de 
entre las candidaturas propuestas por los diferentes grupos 
parlamentarios y nombrada por el Gobierno de Navarra, mediante 
Decreto Foral, por un periodo de cuatro años no renovable. 

 
 


